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rango de ley», o que no competa a este Tribunal pronun-
ciarse sobre la constitucionalidad de tal previsión legal.

Una tan acrítica aceptación por este Tribunal del 
alcance fundamental de la Ley autonómica respecto al 
derecho de tutela judicial cuyo amparo aquí se pretende, 
no puedo compartirlo.

Si bien los órganos de la jurisdicción ordinaria están vin-
culados por la Ley autonómica, si es que no plantean respecto 
de ella cuestión de constitucionalidad, nuestra posición ante 
la Ley es diferente. Al respecto estimo que no podemos con-
siderarnos vinculados por una Ley autonómica, en cuanto 
base fundante de un pretendido derecho de tutela judicial 
efectiva de la Comunidad Autónoma, vedándonos de partida 
un posible juicio de constitucionalidad de la norma de que se 
trate, y ello aunque no nos movamos en el plano de un pro-
ceso abstracto de impugnación de tal Ley.

Para este Tribunal un pretendido derecho de tutela 
judicial efectiva de un poder público no puede tener 
asiento en una Ley autonómica, si la Ley, a su vez, pode-
mos considerarla inconstitucional, aunque esa aprecia-
ción la hagamos con ocasión de un caso concreto, y limi-
tada a la solución de ese caso, y no en un proceso 
abstracto de impugnación de la Ley.

En tal sentido mi criterio es el de que la Ley de que 
ahora se trata (en su art. 18) no es conforme a la Constitu-
ción, porque invade un área de competencia exclusiva del 
Estado, ex art. 149.6 CE, en tanto que reguladora de un 
contenido inequívocamente procesal, que además consi-
dero en sí mismo contrario al art. 125 CE. El derecho que 
en este precepto constitucional, y en coherencia con el 
mismo en el art. 101 LECrim, se atribuye a «los ciudada-
nos», no puede atribuirse por una Ley autonómica a quie-
nes no son ciudadanos, sino órganos del poder público.

Tal atribución, aparte de violentar la lógica constitu-
cional del art. 125 CE, violenta, a mi juicio, el propio sis-
tema constitucional de distribución de funciones en el 
seno del poder público, en el que la de promover la acción 
de la justicia se encomienda al Ministerio Fiscal.

En conclusión, si, según mi criterio, la Comunidad 
Autónoma recurrente no es titular del derecho de tutela 
judicial efectiva, en los términos en que lo ejerce, para 
defender una facultad que una Ley autonómica le atri-
buye en tanto que poder público, y si dicha Ley, a su vez 
debe ser considerada inconstitucional, falta por completo 
la base para el otorgamiento del amparo.

En tal sentido emito mi Voto.

Madrid, a veintiuno de enero de dos mil ocho. Vicente 
Conde Martín de Hijas.–Firmado y rubricado. 
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de 2008. Recurso de amparo 4375-2005. Pro-
movido por don Vasile Buie frente al Auto de la 
Audiencia Provincial de Valladolid que con-
firmó la denegación de su solicitud de asisten-
cia jurídica gratuita para actuar como acusa-
ción particular en unas diligencias previas por 
delito de estafa. 

 Vulneración de los derechos a la tutela judicial 
efectiva (acceso a la justicia penal) y a la asis-
tencia letrada: denegación de la justicia gra-
tuita, con nombramiento de abogado y procu-
rador de oficio, al denunciante de un delito 
para personarse en causa penal como acusa-
ción particular.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, com-
puesta por doña María Emilia Casas Baamonde, Presi-
denta; don Javier Delgado Barrio, don Roberto García-

Calvo y Montiel, don Jorge Rodríguez-Zapata Pérez, don 
Manuel Aragón Reyes y don Pablo Pérez Tremps, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 4375-2005, promovido 
por don Vasile Buie, representado por la Procuradora de 
los Tribunales doña Montserrat Sorribes Calle y defendido 
por el Abogado don Reinhard Konig, contra el Auto de la 
Sección Cuarta de la Audiencia Provincial de Valladolid, de 
9 de mayo de 2005, que desestimó la impugnación contra 
la Resolución de la Comisión de Asistencia Jurídica Gra-
tuita de Valladolid, de 22 de febrero de 2005, dictada en el 
expediente 3548-2004, por la que le fue denegada al recu-
rrente su solicitud de asistencia jurídica gratuita. Han 
intervenido el Abogado del Estado y el Ministerio Fiscal. 
Ha sido Ponente el Magistrado don Jorge Rodríguez-
Zapata Pérez, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito que tuvo entrada en el Registro 
General de este Tribunal el día 13 de junio de 2005, la 
Gerencia Territorial de Justicia de Castilla y León en Valla-
dolid remitió un escrito de don Vasile Buie, asistido por el 
Abogado don Reinhard Konig, en el que manifiesta su 
voluntad de interponer recurso de amparo contra la reso-
lución judicial que se cita en el encabezamiento. En el 
mismo se solicita el nombramiento de un Procurador del 
turno de oficio y se aporta un escrito del Abogado, en el 
que renuncia expresamente a sus honorarios. Posterior-
mente, y por el mismo procedimiento, se remitió al Tribu-
nal un escrito, registrado el día 1 de agosto de 2005, en el 
que el Abogado don Reinhard Konig, en nombre y repre-
sentación de don Vasile Buie, formula demanda de 
amparo y reitera la solicitud de nombramiento de Procu-
rador de oficio que le represente.

Efectuada la correspondiente designación, que recayó 
en la Procuradora de los Tribunales doña Montserrat 
Sorribes Calle, mediante diligencia de ordenación del 
Secretario de Justicia de la Sala Primera de este Tribunal 
de 12 de enero de 2006, se concedió a la citada Procura-
dora un plazo de diez días para suscribir la demanda de 
amparo, lo que hizo el día 19 de enero de 2006.

2. Los fundamentos de hecho del recurso son los 
siguientes:

a) El recurrente, que había formulado una denuncia 
ante la policía por delito de estafa, solicitó el día 26 de mayo 
de 2005 asistencia jurídica gratuita para personarse como 
acusación particular en las diligencias previas núm. 698-2004, 
abiertas en el Juzgado de Instrucción núm. 5 de Valladolid.

b) El Ilustre Colegio de Abogados de Valladolid emi-
tió el día 14 de diciembre de 2005 un dictamen, dene-
gando la designación de Abogado de oficio, exponiendo 
como motivo que «la acusación la ejecuta el Ministerio 
Fiscal (acción pública)».

El día 22 de febrero de 2005, la Comisión Provincial de 
Asistencia Jurídica Gratuita de Valladolid dictó una Reso-
lución, en el expediente núm. 3548-2004, en la que acordó 
confirmar la decisión provisional del Colegio de Aboga-
dos de Valladolid y denegar al solicitante el reconoci-
miento del derecho a la asistencia jurídica gratuita «por 
haber quedado acreditado que para el procedimiento 
para el que se solicita el derecho a la asistencia jurídica 
gratuita no es preceptiva la intervención de Abogado y 
Procurador, ejerciendo la acusación el Ministerio Fiscal».

c) Por Auto de 9 de mayo de 2005, la Sección Cuarta 
de la Audiencia Provincial de Valladolid desestimó la 
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impugnación de la anterior resolución, con la siguiente 
fundamentación:

«La impugnación realizada por Vasile Buie, ante la 
negativa de la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita, 
de no reconocerle tal supuesto derecho, no puede encon-
trar acogida favorable.

En efecto, el art. 6.3 de la Ley de asistencia jurídica 
gratuita de 10 de enero de 1996 establece que tal derecho 
comprende: “defensa y representación gratuitas por Abo-
gado y Procurador en el procedimiento judicial, cuando la 
intervención de estos profesionales sea legalmente pre-
ceptiva o, cuando, no siéndolo, sea expresamente reque-
rida por el Juzgado o Tribunal mediante Auto motivado 
para garantizar la igualdad de partes en el proceso”.

En el presente caso, nos encontramos ante delitos 
perseguibles de oficio, por lo que la intervención de la 
acusación particular no es preceptiva, ni obligatoria, 
pudiendo y debiendo en su caso representar los intereses 
del recurrente el Ministerio público, de forma que no 
encontrándonos en ninguno de los supuestos del artículo 
mencionado procede desestimar la impugnación.

No se considera, por tanto, que el no reconocimiento 
del derecho vulnere el art. 14 de la Constitución española, 
toda vez que una cosa es la obligación legal de ofrecer 
acciones a los perjudicados para que puedan mostrarse 
parte en la causa, y otra distinta es que lo hagan de forma 
gratuita; deberán hacerlo mediante Abogado y Procura-
dor de su libre designación conforme establece el pre-
cepto anteriormente señalado.»

3. El recurrente fundamenta su demanda de amparo 
en la vulneración de los derechos fundamentales a la 
igualdad (art. 14 CE) y a la tutela judicial efectiva sin inde-
fensión (art. 24.1 CE), en relación con los derechos a la 
defensa y a la asistencia letrada (art. 24.2 CE), y a la justi-
cia gratuita (art. 119 CE).

Bajo la invocación del derecho a la igualdad (art. 14 CE), 
se sostiene en la demanda que con la interpretación de la 
Audiencia Provincial de Valladolid y de la Comisión de Jus-
ticia Gratuita, se priva a la víctima del delito que carece de 
medios económicos de la posibilidad de ejercitar acciones 
penales, vulnerándose el principio de igualdad por razones 
económicas.

Por otra parte se denuncia, con cita de una Sentencia 
de este Tribunal de 1 de julio de 1986, la vulneración del 
art. 24 CE, ante la indefensión generada al recurrente, a 
quien se ha privado de la potestad de alegar y contradecir, 
para sostener sus derechos e intereses. En el escrito ini-
cial se afirmaba también que una persona carente de 
medios, ignorante del derecho y que apenas sabe caste-
llano no puede articular correctamente una defensa sin 
asistencia letrada, por lo que la denegación de la justicia 
gratuita determina la vulneración del derecho de defensa. 
También se pone de relieve que aunque el derecho a ser 
parte en la causa puede ejercitarse o no, si se decide ejer-
cer este derecho es preceptiva la presencia de Abogado y 
Procurador, por lo que el recurrente se encuentra plena-
mente en el supuesto de hecho recogido en el art. 6.3 de 
la Ley de justicia gratuita y tenía derecho al nombra-
miento de Abogado y Procurador del turno de oficio.

4. Por providencia de 25 de mayo de 2007, la Sección 
Segunda acordó la admisión a trámite de la demanda y, a 
tenor de lo dispuesto en el art. 51 LOTC, requerir a la Sec-
ción Cuarta de la Audiencia Provincial de Valladolid y a la 
Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita de Valladolid 
para que el plazo de diez días remitieran testimonio de los 
autos núm. 229-2005 y del expediente núm. 3548-2004. 
Igualmente se acordó dar traslado de la demanda al Abo-
gado del Estado, para que pudiera personarse en el plazo 
de diez días, si lo estimase procedente.

5. El día 30 de mayo de 2007 tuvo entrada en el Regis-
tro General de este Tribunal un escrito del Abogado del 
Estado, por el que se personaba en el presente recurso.

6. Una vez recibidas las actuaciones, a través de una 
diligencia de ordenación de 25 de junio de 2007 se dio 
vista de las mismas a la parte recurrente, al Ministerio 
Fiscal y al Abogado del Estado por término de veinte días, 
dentro de los cuales podrían presentar las alegaciones 
que estimasen pertinentes, conforme a lo establecido en 
el art. 52.1 LOTC.

7. El Abogado del Estado presentó su escrito de ale-
gaciones el día 6 de julio de 2007, interesando la desesti-
mación del recurso de amparo.

Comienza afirmando el Abogado del Estado que la 
invocación del art. 14 CE carece del menor desarrollo, 
limitándose a la cita del precepto constitucional, sin apor-
tar término de comparación alguno y sin que la posesión 
o no de medios económicos para sostener un proceso 
pueda considerarse una base comparativa suficiente para 
la invocación del art. 14 CE.

En cuanto a la denunciada vulneración del derecho a 
la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE), se sostiene, por 
una parte, que al recurrente no se le ha impedido ejercitar 
sus pretensiones acusatorias (pues se le ofrecieron accio-
nes por el Juzgado), siendo su situación económica sólo 
un obstáculo para ello, cuya remoción dispone de una 
regulación legal, de conformidad con lo previsto en el 
art. 119 CE, que reconoce el derecho a la gratuidad en los 
casos y formas previstos por la ley. Se trata de un derecho 
prestacional y de configuración legal, cuyo contenido ha 
de delimitar el legislador (STC 16/1994). Y en el presente 
caso, en el que no se discuten las condiciones económi-
cas del recurrente, la denegación de la asistencia se basa 
en que el Ministerio Fiscal ya ha asumido la acusación en 
el proceso incoado a partir de la denuncia del recurrente. 
Y el Ministerio Fiscal se encuentra habilitado por la ley 
para ejercitar todas las pretensiones punitivas y resarcito-
rias que le puedan corresponder, y a través de su actua-
ción se da satisfacción también a los intereses generales 
de la justicia, pues –de acuerdo con su configuración legal 
y constitucional– su obligación es promover la acción de 
la justicia en defensa de la legalidad, de los derechos de 
los ciudadanos y del interés público tutelado por la ley.

Por otra parte, considera el Abogado del Estado que 
no se le ha generado indefensión al recurrente. La Sala ha 
tomado en consideración que el delito enjuiciado es de 
carácter público y por ello no es necesaria la acusación 
particular, pues los intereses del recurrente pueden ser 
defendidos por el Ministerio Fiscal, sin que en el proceso 
se justifique la indefensión más allá de la mera referencia 
a la carencia de medios económicos. La jurisprudencia de 
este Tribunal ha reconocido al legislador amplias posibili-
dades de opción en el desarrollo del mandato contenido 
en el art. 119 CE, lo que le permite modular la gratuidad en 
función del orden jurisdiccional afectado, del tipo de pro-
ceso e incluso de la posición procesal que se pretenda 
ocupar, pues no es lo mismo ser acusado que pretender 
ser parte acusadora en un proceso penal. Por todo ello, 
entiende el Abogado del Estado que la interpretación que 
la Audiencia Provincial de Valladolid hace del art. 6.3 de la 
Ley reguladora de la justicia gratuita se ajusta plenamente 
a las exigencias constitucionales.

8. El día 30 de julio de 2007 presentó sus alegaciones 
el Ministerio Fiscal, interesando la estimación del recurso, 
al considerar vulnerados los derechos del recurrente a la 
asistencia letrada (art. 24.2 CE) y a la tutela judicial efec-
tiva (art. 24.1 CE).

Tras citar y reproducir parcialmente las SSTC 95/2003, FJ 
4; 60/2003, FJ 4, y 81/2002, FJ 5, recuerda el Fiscal que los 
perjudicados por un delito o falta tienen el derecho a mos-
trarse parte en el procedimiento y a ejercitar las acciones 
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penales y civiles que procedan ex art. 110 LECrim; y que en 
el proceso penal, salvo en los juicios de faltas, las partes del 
proceso han de ir representadas por Procurador y defendi-
das por Letrado. Partiendo de estas incuestionables premi-
sas, se afirma que la interpretación del art. 6.3 de la Ley 1/
1996, de 10 de enero, de asistencia jurídica gratuita, ni se 
acomoda al tenor literal del precepto, ni a la consolidada 
doctrina del Tribunal Constitucional.

«El entendimiento de que en los procesos penales por 
delitos perseguibles de oficio, al representar los intereses 
de los perjudicados el Ministerio Fiscal, la intervención de 
la acusación particular no es preceptiva, por lo que la 
intervención de Abogado y Procurador tampoco lo es, 
confunde la posibilidad de los perjudicados de querer o 
no mostrarse parte y ejercitar acciones, con la necesidad 
de que para mostrarse parte hayan de estar representa-
dos por Procurador y asistidos por Letrado ineludible-
mente. El que no sea preceptivo el ejercicio de la acción, 
que por lo demás en ningún orden jurisdiccional suele 
serlo, no puede conllevar a entender que tal voluntarie-
dad del ejercicio implique la inexistencia de derecho a la 
asistencia jurídica gratuita.»

Por todo ello, entiende el Fiscal que la resolución judi-
cial impugnada y las por ella confirmadas vulneran el 
derecho a la asistencia letrada del recurrente y, por 
conexión con éste, el derecho a la tutela judicial efectiva 
en su vertiente de acceso a la jurisdicción.

9. A través de una diligencia de ordenación de fecha 14 
de septiembre de 2007 se hace constar que no se ha reci-
bido escrito de alegaciones de la Procuradora Montserrat 
Sorribes Calle, quedando el recurso de amparo pendiente 
para deliberación cuando por turno corresponda.

10. Por providencia de 17 de enero de 2008 se señaló 
para deliberación y votación de la presente Sentencia el 
día 21 del mismo mes y año, trámite que ha finalizado en 
el día de hoy.

II. Fundamentos jurídicos

1. El recurso de amparo se dirige contra el Auto de la 
Sección Cuarta de la Audiencia Provincial de Valladolid, de 9 
de mayo de 2005, que desestimó la impugnación contra la 
Resolución de la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita de 
Valladolid, de 22 de febrero de 2005, dictada en el expe-
diente 3548-2004, por la que le fue denegada al recurrente 
su solicitud de asistencia jurídica gratuita para personarse 
como perjudicado en las diligencias previas 2219-2004.

Sostiene el recurrente que el Auto ha lesionado su 
derecho a la igualdad (art. 14 CE), al impedírsele ser parte 
en el proceso penal por carecer de medios económicos 
para ello, y su derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 
CE) y a la defensa, en relación con los derechos a la asisten-
cia letrada (art. 24.2 CE) y a la justicia gratuita (art. 119 CE).

El Ministerio Fiscal interesa que le sea otorgado el 
amparo que solicita, por entender vulnerados el derecho a la 
asistencia letrada del recurrente (art. 24.2 CE) y, por conexión 
con éste, el derecho a la tutela judicial efectiva en su ver-
tiente de acceso a la jurisdicción (art. 24.1 CE). El Abogado 
del Estado se opone al otorgamiento del amparo.

2. Este Tribunal tiene declarado que la gratuidad de 
la asistencia jurídica consagrada en el art. 119 CE es ins-
trumento y concreción de los derechos fundamentales a 
la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE), a la igualdad de 
armas procesales y a la asistencia letrada (art. 24.2 CE), y 
que no sólo consagra una garantía de los intereses de los 
justiciables, sino también de los intereses generales de la 
justicia, ya que tiende a asegurar los principios de contra-
dicción e igualdad procesal entre las partes y a facilitar así 
al órgano judicial la búsqueda de una Sentencia ajustada 
a Derecho y, por ello, indirectamente, coadyuva al ejerci-
cio de la función jurisdiccional (SSTC 16/1994, de 20 de 

enero, FJ 3; 97/2001, de 5 de abril, FJ 5; 182/2002, de 14 de 
octubre, FJ 3;187/2004, de 2 de noviembre, FJ 3; 217/2007, 
de 8 de octubre, FJ 5).

La relación que existe entre el derecho a la asistencia jurí-
dica gratuita de quienes carecen de recursos económicos 
para litigar (art. 119 CE) y el derecho a la tutela judicial efectiva 
(art. 24.1 CE) ha sido reiteradamente resaltada por nuestra 
jurisprudencia. Así hemos afirmado que el art. 119 CE consa-
gra un derecho constitucional de carácter instrumental res-
pecto del derecho de acceso a la jurisdicción reconocido en el 
art. 24.1 CE, pues «su finalidad inmediata radica en permitir el 
acceso a la justicia, para interponer pretensiones u oponerse 
a ellas, a quienes no tienen medios económicos suficientes 
para ello y, más ampliamente, trata de asegurar que ninguna 
persona quede procesalmente indefensa por carecer de 
recursos para litigar» (STC 16/1994, de 20 de enero, FJ 3). Por 
ello, aunque hayamos calificado el derecho a la asistencia 
jurídica gratuita como un derecho prestacional y de configu-
ración legal, cuyo contenido y concretas condiciones de ejer-
cicio, como sucede con otros de esa naturaleza, corresponde 
delimitarlos al legislador atendiendo a los intereses públicos 
y privados implicados y a las concretas disponibilidades pre-
supuestarias, hemos afirmado también que la amplia libertad 
de configuración legal que resulta del primer inciso del art. 
119 CE no es, sin embargo, absoluta, pues el inciso segundo 
de dicho precepto establece un «contenido constitucional 
indisponible» para el legislador, que obliga a reconocer el 
derecho a la justicia gratuita necesariamente a «quienes acre-
diten insuficiencia de recursos económicos para litigar» 
(SSTC 16/1994, de 20 de enero, FJ 3; 117/1998, de 2 de junio, FJ 
3; 144/2001, de 18 de julio, FJ 2; 183/2001, de 17 de septiembre, 
FJ 2; 95/2003, de 2 de mayo, FJ 3; 180/2003, de 13 de octubre, 
FJ 2; 127/2005, de 23 de mayo, FJ 3; 217/2007, de 8 de octubre, 
FJ 2).

En palabras de la STC 16/1994, de 20 de enero, FJ 3, esta 
fórmula constitucional «encierra un núcleo indisponible 
que, sin necesidad de definirlo de forma exhaustiva, supone, 
sin duda, que la justicia gratuita debe reconocerse a quienes 
no puedan hacer frente a los gastos originados por el pro-
ceso (incluidos los honorarios de los Abogados y los dere-
chos arancelarios de los Procuradores, cuando su interven-
ción sea preceptiva o necesaria en atención a las 
características del caso) sin dejar de atender a sus necesida-
des vitales y a las de la familia, al objeto de que nadie quede 
privado del acceso a la justicia por falta de recursos econó-
micos. Dicho en otras palabras, deben sufragarse los gastos 
procesales de quienes, de exigirse ese pago, se verían en la 
alternativa de dejar de litigar o poner en peligro ese mínimo 
de subsistencia personal o familiar».

De lo anteriormente expuesto hemos deducido que 
«toda persona física que sea titular del derecho a la tutela 
judicial efectiva habrá de gozar del derecho a la gratuidad de 
la justicia si carece de los recursos suficientes para litigar, en 
los términos en los que este concepto jurídico indetermi-
nado sea configurado por el legislador ordinario». Y que la 
privación del derecho a la gratuidad de la justicia «implica 
una lesión del derecho fundamental a la tutela judicial efec-
tiva al que, de forma instrumental, ha de servir el desarrollo 
legislativo del art. 119 CE, pues si no se les reconociese el 
derecho a la gratuidad de la justicia su derecho a la tutela 
judicial efectiva resultaría meramente teórico y carecería de 
efectividad» (STC 95/2003, de 22 de mayo, FJ 4).

3. Por otra parte, y centrándonos en los elementos de 
interés para la resolución del presente caso, hemos de tener 
en cuenta que, si bien la Constitución no otorga ningún 
derecho fundamental a obtener condenas penales, ello no 
implica que la víctima del delito no tenga derecho, en los 
términos que prevea la legislación procesal pertinente, a 
acudir a un procedimiento judicial para la defensa de los 
mismos; y tampoco comporta que en el seno de dicho pro-
ceso no puedan verse lesionados sus derechos. Por ello, 
este Tribunal ha configurado el derecho de acción penal 
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esencialmente como un ius ut procedatur, es decir, estricta-
mente como manifestación específica del derecho a la juris-
dicción, que ha de enjuiciarse en sede de amparo constitu-
cional desde la perspectiva del art. 24.1 CE y al que, desde 
luego, son aplicables las garantías del art. 24.2 CE (SSTC 
41/1997, de 10 de marzo, FJ 5; 16/2001, de 29 de enero, FJ 4; 
81/2002, de 22 de abril, FJ 2; 93/2003, de 19 de mayo, FJ 3; 
21/2005, de 1 de febrero, FJ 4; 176/2006, de 5 de junio, FJ 2).

Ciertamente, como recuerda la STC 179/2004, de 21 de 
octubre, FJ 4, no existe una exigencia constitucional deri-
vada de art. 24.1 CE que imponga la presencia en el proceso 
penal como parte de la acusación particular, pues en nuestro 
ordenamiento jurídico, la función acusadora aparece enco-
mendada de manera primordial al Ministerio Fiscal (art. 
124.1 CE y art. 3.4 de la Ley 50/1981, de 30 de diciembre, del 
Estatuto orgánico del Ministerio Fiscal, que era entonces el 
vigente). Ahora bien, el legislador ha optado por reconocer 
el derecho al ejercicio de la acción penal también a los parti-
culares, y en concreto al agraviado o perjudicado por el 
delito o falta (acusador particular). Por tanto, el Ministerio 
Fiscal «no monopoliza la iniciativa y el ejercicio de la acción 
penal; en todo caso, junto a la acción pública, se reconoce al 
perjudicado el ius ut procedatur».

En efecto, el párrafo primero del art. 110 de la Ley de 
enjuiciamiento criminal (LECrim) establece: «Los perjudi-
cados por un delito o falta que no hubieran renunciado a 
su derecho podrán mostrarse parte en la causa si lo hicie-
ran antes del trámite de calificación del delito, y ejercitar 
las acciones civiles y penales que procedan o solamente 
unas u otras, según les conviniere, sin que por ello se 
retroceda en el curso de las actuaciones». Y efectuado por 
el legislador el reconocimiento del derecho de la víctima 
del delito al ejercicio de las acciones penales y civiles que 
del mismo deriven, ese derecho a acceder a la jurisdic-
ción, personándose como acusación particular, forma 
parte del derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE). 
En palabras de la STC 21/2005, de 1 de febrero, FJ 4, el 
primer contenido del derecho a la tutela judicial efectiva 
«es el acceso a la jurisdicción, que se concreta en el dere-
cho a promover la actividad jurisdiccional (SSTC 115/1984, 
de 3 de diciembre; 63/1985, de 10 de mayo; 131/1991, de 
17 de junio; 37/1993, de 8 de febrero; 108/1993, de 25 de 
marzo; 217/1994, de 18 de julio), siendo un derecho digno 
de protección el que el ofendido tiene a solicitar la actua-
ción del ius puniendi del Estado, dentro del sistema penal 
instaurado en nuestro Derecho, en el que junto a la oficia-
lidad de la acción encomendada al Ministerio Fiscal se 
establecen otras titularidades privadas, entre ellas la del 
perjudicado por el delito (art. 110 y concordantes LECrim; 
SSTC 108/1983, de 29 de noviembre; 206/1992, de 27 de 
noviembre; 37/1993, de 8 de febrero)».

En definitiva, de lo anteriormente expuesto ha de 
concluirse que la víctima del delito, a la que la ley reco-
noce el derecho a personarse como acusación particular, 
sin excluir de ese derecho los casos en que existe acusa-
ción pública, es –en tal condición– titular del derecho a la 
tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE), en su vertiente de 
acceso a la jurisdicción, y de los derechos reconocidos 
en el art. 24.2 CE, en lo que ahora interesa, del derecho 
de defensa y del derecho a la asistencia letrada. Lo que 
significa, según se expuso en el fundamento jurídico 
anterior, que en virtud del contenido constitucional 
indisponible del art. 119 CE, habrá de gozar del derecho a 
la gratuidad de la justicia, incluidos los honorarios profe-
sionales de Abogados y Procuradores cuando su inter-
vención sea preceptiva o necesaria en atención a las 
características del caso, si carece de medios suficientes 
para litigar, conforme a lo anteriormente expuesto.

4. La aplicación de la doctrina que acaba de expo-
nerse al presente caso nos lleva a concluir que, como 
sostienen tanto el demandante de amparo como el Minis-
terio Fiscal, la interpretación del art. 6.3 de la Ley de asis-

tencia jurídica gratuita que realizan las resoluciones recu-
rridas –y que sirve de ratio decidendi para denegar la 
solicitud de asistencia jurídica gratuita tanto a la resolu-
ción administrativa previa, como a la resolución judicial 
que rechaza la impugnación contra aquélla– carece de 
base legal y resulta constitucionalmente inaceptable.

En efecto, el demandante de amparo solicitó asisten-
cia jurídica gratuita para personarse como acusación par-
ticular en unas diligencias previas abiertas a raíz de una 
denuncia presentada por él y ante el ofrecimiento de 
acciones efectuado primero por la policía y posterior-
mente el Juzgado, al amparo del art. 110 de la Ley de 
enjuiciamiento criminal. Y ha de tenerse en cuenta, como 
destaca el Ministerio Fiscal, que si bien la personación de 
la víctima del delito como acusación particular en un pro-
ceso penal por delito perseguible de oficio no es precep-
tiva, lo que resulta indiscutible es que si la víctima decide 
mostrarse parte y ejercitar acciones, resulta imprescindi-
ble en el proceso penal, salvo en los juicios de faltas, la 
representación por Procurador y la defensa letrada.

La resolución judicial recurrida –tras recordar que el art. 
6.3 de la Ley de asistencia jurídica gratuita de 10 de enero de 
1996 establece que tal derecho comprende la «defensa y 
representación gratuitas por abogado y procurador en el 
procedimiento judicial, cuando la intervención de estos pro-
fesionales sea legalmente preceptiva o, cuando, no sién-
dolo, sea expresamente requerida por el Juzgado o Tribunal 
mediante Auto motivado para garantizar la igualdad de par-
tes en el proceso»– no pone en cuestión el hecho de que la 
intervención de Abogado y Procurador sea legalmente pre-
ceptiva para personarse como acusación particular en el 
proceso en cuestión. Pero entiende que, al tratarse de un 
delito perseguible de oficio, en el que no es preceptiva la 
intervención de la acusación particular y en el que el Minis-
terio público puede y debe representar los intereses del 
recurrente, no existe derecho a la defensa y representación 
gratuitas en el procedimiento judicial, con la argumentación 
que se reprodujo literalmente en los antecedentes de esta 
resolución, en la que se afirma expresamente que «una cosa 
es la obligación legal de ofrecer acciones a los perjudicados 
para que puedan mostrarse parte en la causa, y otra distinta 
es que lo hagan de forma gratuita; deberán hacerlo mediante 
abogado y procurador de su libre designación conforme 
establece el precepto anteriormente señalado».

Esa interpretación supone una restricción injustificada y 
contraria a las exigencias constitucionales de los términos 
en que se encuentra legalmente reconocido el derecho a la 
asistencia jurídica gratuita. Ni el citado art. 6.3 de la Ley de 
asistencia jurídica gratuita excluye del derecho al acusador 
particular, ni el derecho de los perjudicados a comparecer 
como acusación particular se limita en el art. 110 de la Ley de 
enjuiciamiento criminal (LECrim) a los delitos que no sean 
perseguibles de oficio, sino que hemos afirmado expresa-
mente que «en todo caso, junto a la acción pública, se reco-
noce al perjudicado el ius ut procedatur» (STC 179/2004, de 
21 de octubre, FJ 4). Por tanto, no puede esgrimirse como 
argumento para restringir el derecho el de la intervención 
del Ministerio Fiscal como acusador público, pues también 
en esos casos el perjudicado tiene derecho a ser parte en el 
proceso y, siendo titular del mismo, derecho a la gratuidad 
de la justicia si carece de medios suficientes para litigar. El 
argumento de que podrá hacerlo, pero no de forma gratuita, 
resulta frontalmente contrario a lo que hemos denominado 
contenido constitucional indisponible del art. 119 CE, en la 
medida en que al denegar a la víctima de un delito carente 
de recursos económicos el derecho a la asistencia jurídica 
gratuita para personarse como acusación particular se le 
impide, de hecho, el ejercicio de su derecho a ser parte en 
el proceso y a ejercitar las acciones civiles y penales deri-
vadas del delito, dado que resulta legalmente preceptiva la 
presencia de un Abogado y un Procurador, cuyos honora-
rios profesionales no podrá sufragar.
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En definitiva, la interpretación y aplicación al caso del 
art. 6.3 de la la Ley de asistencia jurídica gratuita llevada a 
cabo por la resolución judicial recurrida, priva al recurrente 
de su derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE), en 
su vertiente de acceso a la jurisdicción, así como de sus 
derechos a la defensa y a la asistencia letrada (art. 24.2 CE), 
derechos todos ellos a los que sirve, de forma instrumen-
tal, el derecho a la asistencia jurídica gratuita reconocido 
en el art. 119 CE, pues sin el reconocimiento de éste, el de 
aquellos resulta meramente teórico y carente de efectivi-
dad, como pone de relieve nuestra jurisprudencia.

Procede, en consecuencia, otorgar el amparo solicitado 
y, en su virtud, anular el Auto impugnado ordenando retro-
traer las actuaciones al momento anterior al que se dictó, a 
fin de que, teniendo en cuenta lo razonado en este funda-
mento de Derecho, se dicte una nueva resolución respe-
tuosa con el derecho del recurrente a la tutela judicial efec-
tiva (art. 24.1 CE), en su dimensión de acceso a la 
jurisdicción, y con los derechos a la defensa y asistencia 
letrada (art. 24.2 CE).

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucio-
nal, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don Vasile Buie y, en 
consecuencia:

1.º Reconocer sus derechos a la tutela judicial efectiva 
(art. 24.1 CE) y a la defensa y asistencia letrada (art. 24.2 CE).

2.º Anular el Auto de la Sección Cuarta de la Audiencia 
Provincial de Valladolid, de 9 de mayo de 2005, que deses-
timó la impugnación contra la Resolución de la Comisión 
de Asistencia Jurídica Gratuita de Valladolid, de 22 de 
febrero de 2005, dictada en el expediente 3548-2004.

3.º Retrotraer las actuaciones al momento anterior al 
de dictarse el referido Auto, a fin de que la Sección Cuarta 
de la Audiencia Provincial de Valladolid dicte una nueva 
resolución respetuosa con los derechos fundamentales 
que se declaran reconocidos.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a veintiuno de enero de dos mil ocho.–
María Emilia Casas Baamonde.–Javier Delgado Barrio.–
Roberto García-Calvo y Montiel.–Jorge Rodríguez-Zapata 
Pérez.–Manuel Aragón Reyes.–Pablo Pérez Tremps.–Fir-
mado y rubricado. 

 2669 Sala Primera. Sentencia 10/2008, de 21 de 
enero de 2008. Recurso de amparo 8141-2005. 
Promovido por doña Silvia Elena Serafín Torres 
frente al Auto de un Juzgado de Primera Ins-
tancia de Elche que confirmó la denegación de 
su solicitud de asistencia jurídica gratuita para 
formular oposición en procedimiento de ejecu-
ción de títulos no judiciales. 

Vulneración del derecho a la tutela judicial 
efectiva (acceso al proceso): denegación de la 
justicia gratuita, con nombramiento de abo-
gado y procurador de oficio, en litigio civil 
porque no se volvieron a aportar documentos 
que se encontraban en poder de la Administra-
ción, al haberlos presentado en el colegio de 
abogados con una solicitud anterior.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, com-
puesta por doña María Emilia Casas Baamonde, Presi-

denta; don Javier Delgado Barrio, don Roberto García-
Calvo y Montiel, don Jorge Rodríguez-Zapata Pérez, don 
Manuel Aragón Reyes y don Pablo Pérez Tremps, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 8141-2005, promovido 
por doña Silvia Elena Serafín Torres, representada por el 
Procurador de los Tribunales don Juan Carlos Estévez Fer-
nández-Novoa y asistida por el Abogado don Óscar Baeza 
Chibel, contra el Auto del Juzgado de Primera Instancia 
núm. 1 de Elche, de 28 de octubre de 2005, que desestimó 
el recurso interpuesto contra la Resolución de la Comi-
sión de Asistencia Jurídica Gratuita de Alicante de 7 de 
marzo de 2005, sobre nombramiento de Abogado y Pro-
curador de oficio. Han intervenido la Letrada de la Gene-
ralitat Valenciana y el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el 
Magistrado don Javier Delgado Barrio, quien expresa el 
parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el 16 de 
noviembre de 2005, doña Silvia Elena Serafín Torres soli-
citó la designación de Abogado y Procurador de oficio con 
el fin de interponer recurso de amparo contra el Auto del 
Juzgado de Primera Instancia núm. 1 de Elche citado en el 
encabezamiento. Verificada la designación de los profe-
sionales del turno de oficio, el día 4 de abril de 2006 don 
Juan Carlos Estévez Fernández-Novoa, Procurador de los 
Tribunales, en nombre y representación de doña Silvia 
Elena Serafín Torres, interpuso recurso de amparo contra 
el mencionado Auto.

2. Los hechos más relevantes de los que trae causa 
la demanda de amparo son, concisamente expuestos, los 
siguientes:

a) Con fecha de 15 de noviembre de 2004, la deman-
dante de amparo dirigió escrito al Ilustre Colegio de Abo-
gados de Elche solicitando el nombramiento de Abogado 
y Procurador del turno de oficio para formular la oposi-
ción núm. 1079-2004 dimanante del procedimiento de 
ejecución de títulos no judiciales núm. 840-2004 iniciado 
contra ella y seguido en el Juzgado de Primera Instancia 
núm. 1 de Elche.

b) Iniciado así el expediente de justicia gratuita, 
seguidamente fue requerida por el Colegio de Abogados 
para la remisión al Servicio de Orientación Jurídica de la 
documentación oportuna, presentando la recurrente 
escrito el 15 de diciembre de 2004 en el que, en observan-
cia del anterior requerimiento, adjuntaba el formulario 
cumplimentado, remitiéndose, en lo que al resto de la 
documentación solicitada se refiere, a la ya aportada en 
una solicitud anterior, indicando el número de referencia 
y pidiendo que se tuviera por reproducida para la pre-
sente solicitud.

c) Con fecha de 21 de diciembre de 2004, el Decano 
del Ilustre Colegio de Abogados de Elche dirigió escrito al 
Juzgado de Primera Instancia núm. 1 de la misma ciudad 
en el que manifestaba que habiéndose remitido carta 
certificada con acuse de recibo el día 18 de noviembre 
de 2004 a doña Silvia Elena Serafín Torres por el Servicio 
de Orientación Jurídica y no haberse aportado la docu-
mentación exigida, y habiendo transcurrido el plazo esta-
blecido, se procedía al archivo de la solicitud con remi-
sión del expediente a la Comisión de Asistencia Jurídica 
Gratuita de Alicante, que por Resolución de 7 de marzo 
de 2005 acordó el archivo del expediente, teniendo por 


